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AL SENADO DE PUERTO RICO
La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico (en adelante “Comisión”), recomienda la aprobación del P. del S. 191, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña. 
ALCANCE DE LA MEDIDA
El Proyecto del Senado 191, para añadir un nuevo sub-inciso (3) al inciso A del Artículo 4 y nuevo inciso (j) al Artículo 5 de la Ley 59-1997, mejor conocida como la “Ley para Reglamentar las Pruebas de Detección de Sustancias Controladas en el Sector Laboral Privado”, según enmendada; y añadir un nuevo inciso i) al Artículo 13 de la Ley 78 de 14 de agosto de 1997, conocida como la “Ley para Reglamentar las Pruebas de Detección de Sustancias Controladas en el Sector Público”, según enmendada, a los fines de prohibir la toma de acciones disciplinarias contra el empleado, o rehusar el empleo, traslado o ascenso de un candidato a empleo, basado en el resultado positivo de una prueba de detección de sustancias controladas al consumo de una o varias sustancias controladas para las cuales el empleado o candidato a empleo evidencia tener una prescripción médica o autorización legal; enmendar el sub-inciso (f) del Artículo 1 de la Ley Núm. 44 de 2 de julio de 1985, según enmendada; y para otros fines relacionados.
INTRODUCCIÓN
La regulación del uso de sustancias controladas en el servicio público tiene su génesis en los años 80. En octubre de 1986, el entonces gobernador Rafael Hernández Colón emitió una Orden Ejecutiva donde dispuso que: 
“Sería incompatible con las más estrictas normativas de excelencia, integridad y eficiencia que rigen el servicio público y con el estado de salud mental y físico de empleados y funcionarios públicos el uso ilegal de sustancias controladas por estos”. El uso ilegal de sustancias controladas por funcionarios y empleados gubernamentales en el área de seguridad publica representaría un grave riesgo para la seguridad de sus compañeros de trabajo y la ciudadanía en general”.

En el Artículo 3 de la Ley Núm. 78 de 14 de agosto de 1997, según enmendada, conocida como “Ley para Reglamentar las Pruebas para la Detección de Sustancias Controladas en el Empleo en el Sector Público”, la Asamblea Legislativa para finales de los años 90 estableció como política pública que:

“El Gobierno de Puerto Rico tiene el compromiso y el interés apremiante ético, legal, social y económico de erradicar el uso, posesión, distribución y tráfico ilegal de sustancias controladas. Cónsono con este principio, se declara incompatible con el desempeño efectivo de las funciones y deberes de un puesto o cargo en el servicio público, el uso de sustancias controladas, en o fuera del sitio o lugar del trabajo o en los alrededores del mismo”.

De igual forma, la Ley Núm. 59 de 8 de agosto de 1997, según enmendada, conocida como “Ley para Reglamentar las Pruebas para la Detección de Sustancias Controladas en el Sector Laboral Privado”, reguló sobre las pruebas de detección de sustancias controladas en el ámbito privado. Esta ley tuvo el propósito de detectar el uso de sustancias controladas por parte del empleado[(a)] y los[(as)] candidatos[(as)] a empleo en el sector laboral privado.”.

Sin embargo, mucho se ha comentado sobre los efectos adversos o poco fructíferos de los diferentes programas como “Mano Dura” o la “Guerra contra las drogas” para atajar el problema de sustancias controladas y la ola criminal que desencadena el uso ilegal de estas. Aunque en un principio se trató el tema desde un enfoque punitivo, no es menos cierto que las organizaciones y expertos en el tema recomiendan dar un acercamiento salubrista.
 El enfoque punitivo del uso de sustancias controladas ha sido devastador, pues estudios reflejan que aumenta la reincidencia, afecta directamente los derechos humanos y conlleva una carga económica para el gobierno, entre otros. 
Uno de los primeros acercamientos a la regulación del uso del cannabis lo fue en el año 2015, bajo el entonces gobernador Alejandro García Padilla. A través de una serie de órdenes ejecutivas, el gobernador García Padilla trató el tema con los objetivos de evitar que se encarcelaran personas que consumían o poseían cantidades mínimas o personales de cannabis, para cambiar la clasificación de la planta del cannabis, para excluir de la lista de sustancias controladas a identificar en las pruebas de detección de sustancias controladas, entre otras.
 
Posteriormente, en el 2017, se aprobó la Ley Núm. 42-2017, conocida como “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites (“Ley MEDICINAL”)”, para atender el cannabis medicinal. A tono con la mencionada legislación, nace este proyecto de ley que busca crear protecciones laborales a los empleados y las empleadas que son pacientes de cannabis medicinal y evitar que se discrimine contra ellos y ellas por utilizar cannabis para tratar sus condiciones de salud. 

ALCANCE DEL INFORME
La Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales solicitó Memoriales Explicativos al Departamento del Trabajo y Recursos Humanos, Sociedad para la Asistencia Legal, Departamento de Justicia y Oficina de Servicios Legislativos. Habiendo contado con los comentarios solicitados, la Comisión suscribiente se encuentra en posición de realizar su análisis respecto al Proyecto del Senado 191. 
ANÁLISIS
El licenciado laborista Alejandro Torres Rivera en su reflexión sobre la legislación vigente respecto al uso de sustancias controladas en el ambiente laboral nos indica que si bien la legislación busca:
“identificar esas ‘personas usuarias o dependientes’ de las sustancias controladas para así poder trabajar en su rehabilitación lo cierto es que no se han contemplado las distintas instancias donde un empleado tenga algún contacto con sustancias controladas. Menciona que algunas de estas instancias son: 1) aquel o aquella que abusa de las sustancias controladas; 2) aquel o aquella que trabaja bajo los efectos de las sustancias controladas y aquel o aquella que consumió la sustancia en algún momento y la sustancia fue detectada en su organismo, aunque no se encuentre bajo sus efectos mientras desempeña sus funciones; 3) aquel o aquella que consume drogas en el centro de trabajo durante su horario regular de trabajo, pero que, de practicársele una prueba de detección de drogas, por razón del periodo de tiempo transcurrido desde el consumo hasta el momento de la prueba, no es posible detectarla en el organismo porque la sustancia aún no ha sido metabolizada.
  
Es decir, actualmente en Puerto Rico existen la Ley Núm. 59-1997
 y la Ley Núm. 78-1997
, para reglamentar el uso de sustancias controladas en el empleo privado y público respectivamente. Sin embargo, estas leyes, además de las diferentes instancias en que un empleado o empleada podría arrojar positivo, tampoco contemplan la reglamentación vigente en torno al uso del cannabis medicinal, dispuesto en la Ley Núm. 42-2017, conocida como Ley Medicinal
. 
Con la implementación de la Ley Medicinal se comenzó a regular a través de legislación para que personas con enfermedades crónicas pudieran recibir los beneficios medicinales del cannabis. Sin embargo, existe un vacío legislativo en cuanto a cómo los patronos públicos y privados deben proceder con los empleados y empleadas pacientes de cannabis medicinal de resultar positivo en pruebas toxicológicas. La Ley Medicinal no dispone sobre este particular y esto ha suscitado un sin número de controversias en el ambiente laboral sobre el trato que reciben los empleados y las empleadas pacientes de cannabis medicinal. 

Si bien es cierto que el patrono debe salvaguardar la seguridad en el ambiente de trabajo, esto no debe interferir con los tratamientos médicos que reciban sus empleados y empleadas. Aunque el patrono tiene el derecho a proteger a sus demás empleados y empleadas, su clientela y su propiedad, se debe hacer un balance entre este interés y el derecho de su empleado o empleada paciente de cannabis medicinal. El empleado y empleada paciente debe poder atender sus condiciones de salud y para la cual su médico le ha recomendado comenzar un tratamiento con cannabis medicinal sin miedo a sufrir represalias en su trabajo. 
El análisis que se le ha dado a la legislación estatal en Estados Unidos de América referente al uso de cannabis medicinal en el ambiente laboral ha sido muy diverso. La ley estatal de Connecticut en su Sección 21a-408p sobre el tratamiento del empleado debido a su condición de paciente calificado dispone que: 

No employer may refuse to hire a person or may discharge, penalize or threaten an employee solely on the basis of such person's or employee's status as a qualifying patient or primary caregiver under sections 21a-408 to 21a-408n, inclusive. Nothing in this subdivision shall restrict an employer's ability to prohibit the use of intoxicating substances during work hours or restrict an employer's ability to discipline an employee for being under the influence of intoxicating substances during work hours.

Además, esta disposición de Connecticut también establece nada de lo contenido en esta sección irá en detrimento de la disposición que indica “unless required by federal law or required to obtain federal funding”.
 El Tribunal Federal del Distrito de Connecticut interpretó esta disposición y arguyó que bajo la Ley de Marihuana Medicinal
 existe una causa de acción contra un patrono por discriminar contra un empleado o empleada paciente de cannabis medicinal.
 Bajo la legislación del estado de Nueva York, se estableció que ser paciente de cannabis medicinal constituye una incapacidad. Es importante resaltar que esta medida legislativa núm. 191 también busca enmendar la ley vigente actualmente en Puerto Rico que dispone que no se consideran personas con discapacidad aquellos “adictos[(as)] activos[(as)] al uso de drogas ilegales, según se definen éstas en la Ley de Sustancias Controladas Federal. De igual modo quedan excluidos[(as)] los[(as)] alcohólicos[(as)] activos[(as)].”
 
Para motivos de establecer una causa de acción por haber sido discriminado(a) por padecer de alguna discapacidad o impedimento, este Proyecto, como anteriormente mencionamos, persigue enmendar el inciso (f) subinciso (3) del Artículo 1 de la Ley Núm. 44 del 2 de julio de 1985 para añadir como excepción a la aplicación del inciso (f) subinciso (3) del Artículo 1 “a los[(as)] pacientes debidamente registrados[(as)] bajo la Ley 42-2017, según emendada, conocida como “Ley para Manejar el Estudio, Desarrollo e Investigación del Cannabis para la Innovación, Normas Aplicables y Límites”. Dicha enmienda daría paso a dar una interpretación semejante a la del estado de Nueva York.
Cabe destacar que bajo la American with Dissabilities Act, conocida como la Ley ADA no se provee una causa de acción por discrimen contra un empleado o una empleada por ser paciente de cannabis medicinal, ya que excluye a aquellas personas que utilizan sustancias controladas según dispuesto en la Ley de Control de Sustancias Controladas Federal
. Sin embargo, este tipo de controversia se ha suscitado en otros estados. Por ejemplo, el Tribunal Federal para el Distrito de Arizona tuvo ante sí una controversia donde los demandados argumentaban que la Ley de Marihuana Medicinal iba en contravención con la Ley de Pruebas de Dopaje a los[(as)] Empleados[(as)] de Arizona, ya que esta última disponía que no existía una causa de acción contra aquellos patronos que tenían un programa de detección de sustancias controladas según dispuesto en ley.
 Este Proyecto de Ley establece ese balance requerido para equiparar ambas necesidades y protecciones. 
RESUMEN DE MEMORIALES EXPLICATIVOS
OFICINA DE SERVICIOS LEGISLATIVOS
Según la Oficina de Servicios Legislativos bajo las leyes vigentes, “los patronos no podrían tomar acciones disciplinarias contra el[(la)] empleado[(a)] en caso de arrojar un resultado positivo por la utilización de una sustancia controlada por prescripción médica”.
 La OSL entiende que esto es así a pesar de que el texto de la ley “no es claro ni diáfano”
. Sin embargo, aclaran que bajo un caso de discrimen bajo la Ley ADA,
 esta empleomanía quedaría desprovista de protecciones pues sería campo ocupado.
 Sugieren que la ley contemple un lenguaje claro para salvaguardar las protecciones a los[(as)] empleados[(as)] autorizados[(as)] a consumir cannabis medicinal.
 Recomiendan que en el mencionado proyecto se mencione explícitamente “que el patrono no podrá tomar acciones disciplinarias contra un[(a)] empleado[(a)], usando el subterfugio de que, por ejemplo, el cannabis medicinal continuar siendo una sustancia ilegal a nivel federal”.
 La OSL favorece la aprobación del P. del S. 191, “a los fines de aclarar la legislación vigente y brindar más protección a los[(as)] empleados[(as)] cuyos tratamientos médicos precisan de algunos de los productos derivados del cannabis medicinal”.

SOCIEDAD PARA LA ASISTENCIA LEGAL (SAL)
La Sociedad para la Asistencia Legal (en adelante “SAL”) expresa que no tienen reparos sobre la medida legislativa ya que las enmiendas propuestas no afectan los derechos fundamentales de los(as) imputados(as) o acusados(as), representados(as) por SAL. De igual forma, comentan que apoyan las nuevas herramientas de tratamiento médico que provee la Ley Núm. 42-2017, y reconoce la intención del Proyecto del Senado 191.

DEPARTAMENTO DE JUSTICIA 
El Departamento de Justicia en su memorial explicativo arguye que “en nuestro ordenamiento jurídico los patronos públicos y privados tienen la facultad de requerir pruebas de detección de sustancias controladas a sus empleados[(as)] como mecanismo para mantener un ambiente de trabajo seguro y libre de drogas y que “mediante dichas leyes se balancea el derecho de los[(as)] empleados[(as)] a su intimidad y el interés del patrono a tener un ambiente de trabajo seguro y libre del consumo ilegal de drogas”.
 Entiende el Departamento de Justicia que, tanto la Ley para Reglamentar las Pruebas de Detección de Sustancias Controladas en el Sector Laboral Privado, como la Ley para Reglamentar las Pruebas de Detección de Sustancias Controladas en los Empleos Públicos definen el concepto “sustancia controlada” o “droga” y exceptúan el uso de sustancias controladas por prescripción médica u otro uso autorizado por ley”.
 Indican, que actualmente, aunque no lo expresan categóricamente”
 bajo la ley vigente, ningún patrono puede tomar una acción adversa con un empleado o empleada si este arroja un positivo en la prueba de detección de sustancias controladas.
 
Argumentan que, a pesar de su despenalización, existen disyuntivas entre estatutos en cuanto a la clasificación del cannabis. Consideran conveniente “que se apruebe legislación para proteger de represalias al empleado[(a)] que recibe un tratamiento médico bona fide con productos derivados del cannabis”.
 Empero, razonan que debido a la despenalización del cannabis en Puerto Rico, ningún patrono podrá tomar represalias en contra de un empleado o empleada por arrojar positivo en una prueba de detección de sustancias controladas, si este(a) tiene autorización médica. Sin embargo, consideran que la protección que provee la pieza legislativa puede ser más específica en cuanto al texto que indica que “si entiende que no puede cumplir con cualquier función u obligación de supuesto, sea o no esencial”.
 
Recomiendan “que se considere incluir el elemento de las funciones y obligaciones esenciales del puesto, como lo que debe demostrar el patrono para que se le exima de responsabilidad”.
 También sugieren que en ánimo de tomar en consideración aquellas “entidades públicas o privadas que reciban fondos federales, licencias, permisos o certificaciones sujetas a mantener lugares de trabajos libres de drogas y que podrían verse afectadas por esta legislación”,  se incluya el siguiente texto que reza: 

“La causa de acción aquí reconocida tampoco procederá cuando se demuestre que el desempeño o condición del empleado o empleada-paciente bajo los efectos del cannabis medicinal expone al patrono a la pérdida de alguna licencia, permiso, certificación o desembolso de fondos relacionados con alguna ley o reglamentación federal”.

Además, como asunto técnico, recomienda la eliminación de la palabra “Núm.” que aparece tachada en la Sección 3 del Proyecto, página 4, línea 19. También sugieren, en la misma Sección, a la página 5, que se elimine el párrafo contenido en las líneas 11-13, pues el mismo está repetido.
 Entiende el Departamento de Justicia que la Sección 4 del P. del S. 191 no corresponde en su totalidad con la intención legislativa. De igual forma, sugieren que de ser la intención legislativa el categorizar a los y las pacientes de cannabis medicinal dentro de personas con discapacidad, se incluya en la Exposición de Motivos. No obstante que para ello sean consultados ASSMCA y el Departamento de Salud, agencias con el peritaje en el tema. El Departamento de Justicia no objeta la aprobación del P. del S. 191.

ENMIENDAS INCORPORADAS A LA MEDIDA

Esta Comisión, previa evaluación de los memoriales anteriormente discutidos, incorpora enmiendas en el entirillado electrónico que se acompaña en su título, su Exposición de Motivos y al texto decretativo, a los fines de acoger las recomendaciones propuestas para dar lógico cumplimiento a la intención legislativa del Proyecto del Senado 191. 
IMPACTO FISCAL MUNICIPAL
En cumplimiento con el Artículo 1.007 de la Ley 107-2020, según enmendada, conocida como “Código Municipal de Puerto Rico”, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico no solicitó comentarios al Centro de Recaudaciones de Ingresos Municipales (CRIM) ni a la Oficina de Gerencia Municipal, toda vez que el Proyecto del Senado 191 no impone una obligación económica en el presupuesto de los gobiernos municipales.
CONCLUSIÓN
Primero, bajo esta pieza legislativa el empleado o la empleada tendrá a su favor la oportunidad de entablar una causa de acción contra el patrono que “tome una acción disciplinaria en su contra o rehúse emplear, trasladar o ascender al empleado[(a)] o candidato[(a)] a empleo, basándose en un resultado positivo de una prueba de detección de sustancias controladas al consumo de una o varias drogas”
 que realice el patrono si bien el empleado o la empleada tiene prescripción médica y autorización para su uso conforme a la Ley Medicinal. 

No obstante, el patrono también se verá protegido, pues la pieza legislativa atiende aspectos patronales y establece una excepción que cobija a los patronos de incurrir en alguna practica ilícita durante el procedimiento de detección de sustancias controladas. Este proyecto de ley establece una (1) excepción y la causa de acción no procederá cuando “el patrono demuestre que el patrón de consumo de la sustancia controlada o sustancias controladas menoscaba sustancialmente la capacidad del empleado o empleada o candidato o candidata a empleo a realizar las funciones y obligaciones esenciales que la posición de empleo que ostenta o solicita requiere según la descripción de empleo vigente al momento de arrojar el resultado positivo en la prueba de detección de sustancias controladas…”. Esta excepción salvaguarda el derecho del patrono de poder asegurar un ambiente de trabajo seguro y libre de drogas para los y las demás empleados y empleadas y su clientela.

En su propósito rehabilitador, dichas leyes deben distinguir los niveles del problema y la manera en que se manifiesta en cada individuo su particular participación dentro del proceso productivo. Resulta necesario uniformar los procedimientos técnico-científicos a través de los cuales se efectúan las pruebas y se corroboran sus resultados en los laboratorios. También es necesaria la incorporación y mayor participación de especialistas en la conducta y la salud en la formulación de propuestas de cambio en la legislación y en el diseño de guías uniformes…Deben armonizarse los alcances de unas leyes con otras; no solo aquellas establecidas para la reglamentación de las pruebas de detección de sustancias controladas…”- Lcdo. Alejandro Torres Rivera

POR TODO LO ANTES EXPUESTO, la Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales del Senado de Puerto Rico, previo estudio y consideración, recomienda la aprobación del P. del S. 155, con las enmiendas contenidas en el entirillado electrónico que se acompaña.
Respetuosamente sometido,

Hon. Ana I. Rivera Lassén
Presidenta
Comisión de Derechos Humanos y Asuntos Laborales
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